
tesitura es verse abocados a la distancia, aceptando una plaza de ámbito autonómico; o incluso una plaza 
residencial no específica, para mayores; o a otro tipo de recurso no residencial. Se resisten a soluciones de 
compromiso, quieren una garantía de bienestar y por eso esperan la oportunidad durante años.

Entre las quejas favorablemente resueltas en 2020, citaremos la de la persona dependiente con plaza en 
unidad de estancia diurna y servicio de ayuda a domicilio desde 2015, cuyo deterioro hacía insostenible 
la convivencia familiar, precisando un cambio de recurso sin las demoras de un procedimiento de revisión 
y que, afortunadamente, pudo acceder a Casa Hogar mediante la tramitación por la vía de urgencia, 
informada e impulsada por su trabajador social (queja 19/6259).

1.3.2.4. Personas mayores
Las personas mayores han sido protagonistas involuntarias del año 2020, debido a la mayor incidencia del 

coronavirus sobre su salud, hasta el punto de ser el grupo poblacional con mayor número de fallecidos.

Esta triste realidad se agrava en los casos en que la persona mayor vive en un hogar colectivo, como 
el de los Centros residenciales, cifrándose en 25 700 los fallecidos en el conjunto de los de España por 
coronavirus (confirmado o por síntomas compatibles), que en Andalucía se concretan en 1577 personas 
desde el inicio del brote y hasta el mes de enero de 2021, o lo que es lo mismo, las personas mayores 
representan un 28,51 % del total de muertes por esta causa en nuestra comunidad autónoma.

La crisis sanitaria ha servido para poner el acento sobre el trato que la sociedad, la Administración y sus 
familias, dispensan a las personas mayores; sobre los recursos más dignos para apoyar sus limitaciones; 
sobre sus necesidades en las Residencias y, respecto de estos Centros, ha cuestionado su modelo 
organizativo y de prestación, el de atención sanitaria a sus moradores e incluso el concepto mismo de 
Centro residencial.

Las carencias de los Centros sociosanitarios (modelo de cuidados y atención, financiación, cualificación y 
reconocimiento profesional o dignidad salarial, entre otras), los interrogantes que plantea y las aportaciones 
de las personas vinculadas a dicho entorno, las recogimos en el Informe Extraordinario de octubre de 2020, 
Derechos de la ciudadanía durante la COVID‑19. Primera ola de la pandemia, al que nos remitimos para 
evitar la reiteración.

El 27 de diciembre de 2020 comenzó la vacunación frente al coronavirus en los Centros residenciales 
andaluces, de conformidad con la Estrategia de vacunación COVID‑19 en España del Ministerio de Sanidad, 
sus etapas y grupos de priorización. Confiamos en que una vez que la grave crisis sanitaria ceje en su 
virulencia y nuestra sociedad recobre el sosiego, se recorra la senda que lleve a una respuesta consensuada 
que resuelva problemas directamente vinculados a la dignidad humana en las Residencias que constituyen 
el hogar sustitutorio de las personas mayores.

Cuando hablamos de dignidad, sin embargo, lo hacemos también de observancia de derechos subjetivos 
de carácter social y de respeto a la voluntad individual en las decisiones que adopta la Administración 
para su efectividad. Es decir, la dignidad comporta hacer efectivos en plazo los derechos de las personas 
mayores en situación de dependencia y considerar como servicio idóneo y adecuado a sus necesidades, 
aquel que preserve sus lazos afectivos y familiares.

Precisamente el Acuerdo del Consejo de Gobierno de 28 de agosto de 2020, al que aludimos en el apartado 
de análisis de la dependencia, contempla la priorización de expedientes de este ámbito para personas con 
dicha situación reconocida en cualquiera de sus grados y en riesgo de aislamiento social, que viviendo solas 
en su domicilio tengan prescrito un servicio. El Preámbulo del referido Acuerdo, además de vincular la 
soledad de vida no deseada con las personas mayores (Plan Estratégico Integral para personas mayores en 
Andalucía), explica que para estas personas lo más adecuado es beneficiarse de un servicio de proximidad 
(unidad de estancia diurna o ayuda a domicilio), que les permita desarrollar su vida en un contexto cercano, 
o bien de un servicio de atención residencial que supla la insuficiencia de apoyo familiar y comunitario.

El concepto de “servicio de proximidad”, en todo caso, en la concepción de esta Institución, no queda 
reducido a la ayuda a domicilio, sino que debe predicarse igualmente del servicio residencial y, en 
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consecuencia, asignar plaza a las personas en situación de dependencia (mayores o no) en un entorno que 
respete su arraigo vital.

Las consideraciones que sostenemos al respecto pueden consultarse en los Informes Anuales de esta 
Institución y, particularmente, en la investigación iniciada de oficio sobre el procedimiento de adjudicación 
de plazas residenciales para dependientes mayores (queja 19/0071), que dio lugar al dictado de resolución 
en enero de 2020, comprensiva de las siguientes recomendaciones:

1ª. La elaboración por parte de la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía de unas 
instrucciones en las que se reflejen todos los criterios excepcionales a tener en cuenta en orden a alterar 
el orden normal de incoación en los procedimientos de dependencia (urgencia social, internamientos 
involuntarios, traslados, reagrupación familiar), incluidos los recogidos en el acuerdo del Consejo de 
Gobierno de 4 de junio de 2019 (menores de 21 años, especialmente los que tengan reconocida una situación 
de dependencia severa o gran dependencia, y mayores de 80 años, especialmente los que tengan reconocido 
el grado I de dependencia, y que se encuentren sin prestación reconocida) e, incluso, el establecimiento 
de un orden de aplicación preferente entre los mismos.

2ª. Que dichas instrucciones reflejen con claridad cómo actuar en los casos en los que en el PIA esté 
prescrita la atención residencial como primera opción y la Prestación Económica Vinculada al Servicio 
como segunda y en los casos en los que en el PIA no esté prescrita inicialmente la Prestación Económica 
Vinculada al Servicio.

3ª. Que las referidas instrucciones sean objeto de publicidad, a través de su publicación en el BOJA y en la 
página web de la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, de acuerdo con lo dispuesto en 
párrafo segundo del apartado primero del art. 6 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público.

4ª. Que las personas dependientes o sus familiares puedan acceder, si lo solicitan, a conocer su posición 
en las listas de espera confeccionadas por las Delegaciones, de manera que se mejore la transparencia y 
se facilite el ejercicio del derecho a la información pública de aquellos.

5ª. Que se aumente el número de plazas residenciales en centros públicos o concertados, especialmente 
en las capitales de provincia, donde la propia Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía 
admite que la demanda es muy superior a las plazas existentes disponibles.

La Agencia de Dependencia respondió, en síntesis, informando de la iniciación de “un proceso de revisión 
del procedimiento de reconocimiento de la situación de dependencia y el derecho a las prestaciones, en el 
que se concretarán, entre otros aspectos, criterios de actuación que doten de mayor transparencia a este 
proceso”. Así como refirió estar articulando los mecanismos que permitan optimizar la gestión del Sistema 
y garantizar el ejercicio de los derechos, en el sentido interesado por la resolución de esta Institución.

A la espera de que sea una realidad el acceso a una plaza en centro residencial del Sistema de la 
Dependencia, ajustándose a criterios de arraigo y proximidad, debemos dar cuenta de la persistencia de 
esta petición ciudadana en quejas como la de la señora de ochenta y tres años que aguarda desde agosto de 
2019 el traslado solicitado de Residencia de Dos Hermanas a otra de Sevilla, en su entorno familiar (queja 
20/4798), al tener como único familiar a un hijo con problemas de salud mental; la de la hija que en julio 
de 2019 solicitó el cambio de su madre desde Mairena del Aljarafe a Sevilla, su ciudad (queja 20/6120); la 
de madre e hija de la provincia de Cádiz, que desde febrero de 2020 esperan el traslado de dependiente 
mayor desde Arcos de la Frontera a Centro de Puerto Real cercano al domicilio familiar (queja 20/1534); 
o los dieciocho meses transcurridos sin respuesta desde la petición de traslado de mayor dependiente de 
Mengíbar a Jaén, como paciente pluripatológico complejo que frecuentemente precisa desplazamientos al 
hospital para tratamientos diversos, cuya calidad de vida mejoraría viviendo en la capital (queja 20/8323); 
así como la solicitud de diciembre de 2018 para traslado de Residencia de la provincia de Córdoba a la de 
Granada, en que vive la familia (queja 20/4456).
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La falta de plazas vacantes impide la respuesta estimatoria en el plazo de tres meses que preceptúa el 
Decreto 388/2010, de 19 de octubre, por el que se regula el régimen de acceso y traslado de personas en 
situación de dependencia a plazas de centros residenciales y centros de día y de noche.

Ilustramos el problema con el enlace para consulta de la resolución emitida a la Delegación Territorial 
en Sevilla de la Consejería de Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación en septiembre de 2020 (queja 
19/0312), con ocasión de la demora en atender la solicitud de traslado de Centro residencial de diciembre 
de 2018, interesada a favor del marido de la promotora, que ocupaba plaza residencial concertada como 
persona en situación de dependencia en La Puebla de Cazalla, con fundamento en preservar el arraigo 
personal y familiar del afectado, cuya mujer y familia viven en Sevilla.

Si bien la solicitud contaba con propuesta favorable, la Administración refirió que “ante la gran demanda 
existente del servicio de atención residencial para personas mayores dependientes, es de gran dificultad 
realizar una previsión temporal para que se pueda efectuar dicho traslado”.

Desde el Defensor del Pueblo Andaluz sostenemos que forman parte de las necesidades personales, tanto 
las físicas como las afectivas. Cualquier ser humano, además de ver satisfecha su necesidad de atención en 
las necesidades básicas de la vida diaria mermadas por su dependencia, precisa con la misma intensidad 
de la frecuencia del afecto de sus seres queridos, del que mal puede nutrirse a distancia. Por lo que el 
acceso a una plaza residencial próxima al domicilio familiar de la persona en situación de dependencia, no 
es una preferencia, sino, salvo excepciones particulares, un requisito a preservar en la asignación de tal 
plaza, que forma parte integrante de la idoneidad de la decisión administrativa.

El dependiente aludido en la queja antecedente, falleció en junio de 2019, su mujer nos escribió 
agradeciendo el apoyo con estas palabras que hemos estimado oportuno reflejar: “Lamentablemente no 
hemos tenido la opción que muchas personas tienen de poder dedicar más tiempo y cariño en sus últimos 
meses, ya que para este sistema por lo visto somos números y no personas”.

Finalizamos con una importante y bienvenida novedad: el Acuerdo de 4 de noviembre de 2020, del Consejo 
de Gobierno, por el que se aprueba el I Plan Estratégico Integral para Personas Mayores en Andalucía 2020-
2023, publicado en el BOJA número 221 de 16 de noviembre de 2020.

1.3.2.4.1.  Mayores en otras materias

1.3.2.4.1.1. Servicios de interés general y consumo

Debemos comenzar este subapartado reseñando la aprobación de una nueva normativa que nos 
parece especialmente relevante en relación al ámbito que nos ocupa, y cuya publicación se ha producido 
coincidiendo con la redacción de este Informe.

Nos referimos al Real Decreto 1/2021, de 19 de enero, de protección de los consumidores y usuarios frente 
a situaciones de vulnerabilidad de la que damos cuenta en el apartado de Servicios de interés general y 
consumo de este Informe (ENLACE)

Este Real Decreto-ley considera que las personas mayores constituyen uno de los colectivos sociales que 
presenta situaciones de vulnerabilidad que lo hacen acreedor de un régimen de especial protección en sus 
relaciones de consumo. Así, en la exposición de motivos de la norma se señala lo siguiente:

«Las personas mayores son uno de los grupos más numerosos de consumidores en España. Según los 
datos provisionales del Instituto Nacional de Estadística (INE) de enero de 2020, hay 9 278 923 personas 
de 65 o más años para un total de población española de 47 332 614, lo que supone un 19,6 % del total 
de la población. En muchas ocasiones, factores que pueden estar asociados a la edad, como el estado de 
salud, el desfase generacional o el nivel sociocultural, influyen en la posibilidad de las personas mayores 
para desenvolverse como personas consumidoras en igualdad de condiciones, principalmente en la sociedad 
de la información actual. Además, las personas mayores enfrentan en ocasiones barreras relacionadas con 
la forma en que se genera o proporciona la información en las relaciones de consumo, incrementándose el 
riesgo de que puedan ser inducidas a error, así como barreras relacionadas con prejuicios y estereotipos 
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asociados a la edad. Este desfase generacional que puede afectar a sus relaciones de consumo se observa, 
por ejemplo, respecto al consumo on line, puesto que el uso de internet de forma frecuente por personas 
de entre 65 y 74 años se sitúa por debajo del 60 %, muy lejos del 83,1 % del total de la población mayor 
de 16 años, de acuerdo con datos del INE.»

Entrando ya en la dación de cuentas de las quejas tramitadas en 2020 que afectaban especialmente a 
las personas mayores, debemos señalar que, en el ámbito de los servicios de interés general y referido 
concretamente al servicio de suministro eléctrico, debemos destacar durante 2020 las quejas denunciando 
los problemas de personas mayores para renovar o solicitar el bono social.

Tal fue el caso planteado en la queja 20/452 cuyo promotor mostraba su indignación por las dificultades 
que conllevaba para su padre, con 87 años, atender los requerimientos de Endesa para renovar su bono 
social eléctrico. Según relataba, su padre había recibido un correo instándole a renovar el bono social en 
un plazo de 15 días, indicándole que podía hacer la gestión “a través de su correo electrónico, apartado 
de correos web y app o en sus oficinas, que en nuestro caso la más cercana está en Martos a 11 km de su 
domicilio”. Además, “debía rellenar un formulario que tenía que recoger en sus oficinas o descargarlo de 
su web, e ir al ayuntamiento a pedir un certificado de empadronamiento”.

Concluía el interesado su queja manifestando lo siguiente: “Mire a las personas que va dirigido esta ínfima 
cantidad de ayuda son personas mayores muchas de ellas solas, sin movilidad sin defensa ninguna y el 
cachondeo de personas vulnerables, es dantesco que pongan todas estas zancadillas, mi padre tiene 87 
años y así la mayoría creo que con una fe de vida en un sobre de vuelta correo sería suficiente cada año”.

Solicitamos al interesado que nos aportase datos que eran necesarios para ayudarle a solucionar el 
problema, pero, tras varios intentos fallidos de contactar con él, hubimos de dar por concluida nuestra 
intervención. Creemos que el problema finalmente se solucionó tras realizar el promotor de la queja las 
gestiones oportunas y creemos también que el objeto principal de la queja no era otro que poner de 
manifiesto las dificultades que afrontan las personas mayores para cumplimentar unas gestiones tan 
complejas como las requeridas para la solicitud o renovación del bono social.

Una situación similar fue la planteada en la queja 20/6695, cuyo promotor nos decía lo siguiente: “El día 
28-05-2020 y el 29-05-2020 mandé dos correos electrónicos solicitando la renovación del Bono Social para 
mi madre. Sin que recibiera contestación alguna. A primeros de Septiembre con el recibo de la luz recibe 
una indicación de que no había solicitado la renovación, y vuelvo a enviar la documentación y este pasado 
28 de septiembre recibe una misiva solicitando un certificado del registro civil, al cual llama y comunica 
por la situación actual del covid. Mi madre vive sola y el año pasado tuvo que recurrir a los servicios de 
la oficina del consumidor porque le decían desde Endesa que con ella vivía más gente. Y ningunos de mis 
hermanos vive con ella, ya que residen en localidades distintas y yo en otra dirección. Y cuando llama a 
Atten Clientes le dice que remita los carnet de sus hijos. A ver si a ustedes le hacen caso y no molestan a 
personas mayores”

También en este caso el problema se solucionó finalmente, tras las gestiones realizadas por el promotor 
de la queja.

El problema planteado en la queja 20/483 traía causa del excesivo retraso en dar de alta el suministro 
eléctrico. Los afectados eran un matrimonio de personas mayores (80 años) que llevaban dos meses 
intentando que se hiciera efectivo el enganche de la luz en su vivienda sin conseguirlo, lo que les obligaba 
a abandonar la misma por las noches y refugiarse en casa de un amigo, dada la imposibilidad de calentar 
la casa para soportar el frío nocturno.

El problema se solucionó finalmente y los interesados escribieron expresando su alegría por poder utilizar 
finalmente sus electrodomésticos y volver a hacer vida normal en su hogar.

En la queja 20/1659 su promotora nos denunciaba el corte de suministro padecido por sus padres, ya 
mayores, sin previo aviso y sin especificar la causa. Tras innumerables gestiones les comunicaron que 
existía un expediente por fraude, sin aportarles la documentación acreditativa, ni las pruebas existentes, 
indicándoles que debían avisar a un electricista para que arreglase la instalación.
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Así lo hicieron y el electricista redactó un informe acreditando que no existía fraude alguno, sino únicamente 
unos cables sin conexión provenientes de una obra antigua. Trasladada esta información a Endesa le 
indicaron que el expediente se había resuelto favorablemente y que procederían a restablecer el suministro. 
Sin embargo, los técnicos tardaron 15 días en ir a arreglar la instalación y dejaron la misma en malas 
condiciones, sin que en ningún momento Endesa les facilitase una explicación de lo ocurrido o asumiera 
alguna responsabilidad por el tiempo que habían estado sin suministro.

Nuestras gestiones en este caso estuvieron orientadas a pedir una explicación de Endesa sobre lo ocurrido, 
interesar una respuesta adecuada a las reclamaciones de los interesados y conseguir que dejasen la 
instalación en las debidas condiciones.

No podemos dejar de reseñar aquí las numerosas quejas recibidas como consecuencia de los cortes 
de luz que se producen en determinadas poblaciones, por averías o deficiencias en las instalaciones, y 
cuya frecuencia y reiteración provocan la desesperación de los vecinos y graves perjuicios a los mismos, 
especialmente a las personas mayores y enfermas.

Tal ha sido el caso de la queja 20/100 , referida al municipio granadino de Chauchina; la queja 20/0750, que 
afectaba al municipio almeriense de Berja; la queja 20/1463, relativa al municipio sevillano de Cantillana; 
la queja 20/2559, afectante al municipio onubense de Niebla; y la queja 20/3235, relativa al municipio de 
Beas en Huelva.

Un buen ejemplo de este tipo de problemas lo encontramos en la queja 20/0100, remitida por un vecino 
de Chauchina que solicitaba nuestra intervención ante los reiterados cortes de luz que venían sufriendo 
a diario en la localidad. Según relataba, desde hacía más de un mes se producían continuos cortes de luz 
desde las 19:00 hasta las 21:00, ocasionándose importante averías a los electrodomésticos y perjuicios 
a la población. Nos trasladaba el hartazgo vecinal y su pesar por los mayores, que se pasaban a oscuras 
durante más de una hora y con frío.

Nos decía que sus gestiones habían resultado infructuosas ya que “desde el Ayuntamiento nos remiten a 
Endesa y esta nos dice que acudamos al Ayuntamiento, pero no se ofrece solución alguna”.

Solicitados los oportunos informes a Endesa y al Ayuntamiento pudimos conocer que se habían realizado 
las reparaciones correspondientes y que se había normalizado el suministro de luz, lo que nos permitió 
poner fin a nuestra intervención.

En relación con los servicios de suministro de agua, consideramos de interés reseñar las siguientes quejas:

- Queja 20/1616, cuyo promotor nos decía que tenía 82 años y que su mujer había fallecido poco 
antes. Relataba que, debido a problemas de enfermedad, mantenía una deuda con ARCGISA, cuyo pago 
fraccionado en 18 mensualidades se acordó en junio de 2019. Según afirmaba, no se le concedió, pese 
a solicitarlo, un fraccionamiento de hasta 48 mensualidades por superar la unidad familiar los límites de 
renta (1,5 IPREM), ya que el total de ingresos de la unidad familiar era de 1513 euros. Sin embargo, tras la 
muerte de su mujer, sus ingresos se habían visto reducidos a 991 euros y debía atender a numerosos gastos. 
Según reconocía, había dejado de pagar los recibos correspondientes al segundo y tercer trimestre de 2019.

Había solicitado que se incluyeran dichos recibos en el fraccionamiento de pago y que se aumentase este 
a 48 mensualidades, aportando informe de Servicios Sociales que avalaba dicha solicitud. Sin embargo, 
dicha petición no había sido atendida.

Admitida la queja a trámite, se solicitó informe al Ayuntamiento y también a la empresa de agua, a la 
que pedimos expresamente información relativa a la posibilidad de atender la solicitud formulada por el 
interesado. Asimismo, le indicamos que nos interesaba conocer si resultaba posible que se acogiera de 
modo urgente a las bonificaciones previstas para clientes (10 % en primer bloque de abastecimiento) y para 
pensionistas (50 % para determinados consumos). Solicitando que nos indicaran si se hubiera tramitado tal 
solicitud con anterioridad y hubiese perdido el derecho.

Finalmente señalamos a la empresa que habíamos observado que las facturas correspondientes al segundo 
y tercer trimestre de 2019 registraban consumos elevados, lo que se le trasladaba a los efectos de si fuera 

1.3. Dependencia y Servicios sociales

104

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-informan-de-las-actuaciones-realizadas-para-minimizar-los-cortes-de-luz-en-cerro-san-roque-berja
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-compania-adopta-medidas-para-solventar-los-problemas-de-cortes-de-luz-en-la-zona-de-huerta-alta
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/endesa-y-el-ayuntamiento-de-chauchina-nos-informan-de-la-solucion-a-los-problemas-de-cortes-de-luz


posible orientar y/o facilitar al interesado un estudio de las circunstancias de consumo de la vivienda, por 
si estuvieran relacionadas con deficiencias en las instalaciones interiores y/o en el contador.

Recibidos los informes interesados hemos podido comprobar la existencia de discrepancias entre la 
información económica facilitada por la persona promotora de la queja y la acreditada por los organismos 
interpelados, resultando que los ingresos de la unidad familiar son superiores a los reseñados en el escrito 
de queja, del mismo modo que son superiores las cantidades adeudadas y no pagadas. Por último, hemos 
podido conocer que podría existir una derivación irregular en el suministro que incluiría una segunda 
vivienda, lo que podría explicar los consumos tan elevados registrados.

De confirmarse la información recabada, procederemos a archivar el expediente de queja.

- Queja 20/3224, promovía esta queja un matrimonio octogenario que se había encontrado con la sorpresa 
de unas facturas por un importe muy elevado como consecuencia, al parecer, de una fuga de agua no 
detectada. Lamentaban los interesados que la empresa de agua no les hubiese advertido con antelación del 
consumo excesivo, lo que les hubiera permitido solucionar la avería sin generar una facturación tan elevada. 
Asimismo, demandaban una minoración del importe de la deuda que consideraba excesivo e inasumible.

La queja ha sido admitida a trámite y se ha pedido un informe al Ayuntamiento, como gestor del servicio, 
solicitando lo siguiente:

“-motivos por lo que no se habría comunicado al usuario el registro de consumo excesivo detectado en 
la facturación correspondiente al 4º trimestre de 2019 (213m3),

-posibilidad de reducir la cuota variable de saneamiento, teniendo en cuenta que el agua se habría vertido 
al terreno y no a la red de saneamiento,

-trámites para la liquidación de la cuota variable del canon de mejora autonómico aplicando las previsiones 
para casos de fuga del artículo 87.4 de la Ley de Aguas de Andalucía (apartado añadido por la Disposición 
Final Séptima de la Ley 5/2017, de 5 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía para el año 2018).”

La queja aún se encuentra en tramitación.

- Queja 20/8127, en un escrito recibido recientemente se nos decía lo siguiente: “Mi madre ha tenido un 
salidero oculto en el baño y Emasesa no se hace cargo de los gastos del consumo del salidero que ascienden 
a 1088,72 €, a pesar de entregar toda la documentación en regla, ya que su política según cuentan es de 
pagar 3 salideros en un periodo de 10 años. Y que podemos hacer para remediarlo antes de que ocurra si 
la avería se produce en las tuberías ocultas, el piso es viejo está situado en un barrio humilde, mi madre 
tiene 75 años y es pensionista con una paga de viudedad de apenas 700 €, no puede afrontar dicho pago ni 
a cuotas mensuales porque no tendría ni para comer. Apelo a la buena voluntad humana para una ciudadana 
honrada que debería vivir sus avanzados años tranquila”.

Actualmente estamos recabando de la interesada la documentación necesaria para tramitar la queja ante 
Emasesa.

Por lo que se refiere a los servicios de telecomunicaciones podemos reseñar las siguientes quejas:

- Queja 20/0587, nos decía la promotora que su madre con 83 años y convaleciente de una intervención 
quirúrgica, se veía imposibilitada de utilizar el servicio de teleasistencia porque dicho servicio precisa para 
su funcionamiento de una línea de telefonía fija y la misma había sido desconectada por error del operario 
que acudió a su vivienda para instalarle el servicio de fibra óptica.

Solicitada la intervención de la compañía de telecomunicaciones, la misma nos comunicó que la incidencia 
había quedado solucionada y la linea fija restablecida, no obstante lo cual el cliente había optado por darse 
de baja en la compañía.

- Queja 20/6966 y queja 20/7038, ambas quejas denunciaban el problema que suponía para las personas 
mayores, que residían en una barriada de Alhaurín de la Torre y disponían del servicio de teleasistencia, 
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los continuos cortes que padecía el servicio de telefonía fija como consecuencia de los repetidos robos del 
cableado de cobre.

Los interesados planteaban como opción alternativa la instalación de fibra óptica. No obstante, la empresa 
suministradora alegaba que tal opción no estaba incluida en el servicio universal, aparte de no solucionar 
el problema de la teleasistencia, ya que dicho servicio precisaba de una línea telefónica fija para su 
funcionamiento.

Por lo que se refiere a los servicios financieros, podemos reseñar las siguientes quejas:

- Queja 20/4096, en la que nos denunciaban el abuso de unos comerciales hacía una persona mayor con 
sus capacidades disminuidas. El escrito de queja relataba lo sucedido de la siguiente manera: “Persona 
mayor (80 años) con incapacidad permanente absoluta por ENFERMEDAD MENTAL GRAVE (sent. judicial). 
Le vendieron en su domicilio con técnicas de marketing agresivo una maquina de presoterapia (producto 
de salud) totalmente contraindicada para sus múltiples dolencias sin advertirle de los efectos secundarios 
ni contraindicaciones y con un albarán de compra totalmente irregular (el precio de la compra fue puesto 
a bolígrafo por el comercial DESPUÉS de la firma de la cliente, con lo que esta NUNCA supo al firmar, ni al 
irse el comercial, ni la cantidad total de la compra, ni las condiciones de financiación”.

Los promotores de la queja relataban que, tras interponer las oportunas reclamaciones habían conseguido 
anular el contrato de venta y que la empresa les restituyera las cantidades entregadas a cuenta, no obstante 
al haberse financiado la compra para su pago a plazos, estaban teniendo serios problemas para conseguir 
que la financiera anulara el acuerdo de financiación.

Finalmente el problema se solucionó al acceder la financiera a anular el contrato.

- Queja 20/6361 y queja 20/8174, ambas quejas plantean el problema que supone para algunas personas 
mayores, especialmente si padecen enfermedades que les dificultan la movilidad, la exigencia de acreditar 
su pervivencia ante la entidad financiera donde tienen domiciliado el cobro de su pensión, para poder seguir 
percibiendo la misma.

Especialmente ilustrativa del problema era el relato que nos ofrecía la promotora de la queja 20/6361: 
“Mis padres son personas mayores (83 y 82 años). La Caixa les pide el control de presencia en sus oficinas 
para poder cobrar sus pensiones cada seis meses aproximadamente. (...), mi padre se encuentra en cama 
y con casi inexistente capacidad de comunicación verbal pues padece ictus lacunares. (…) Mi madre entre 
su múltiples afecciones destaco que es diabética, padece broncoestasia y es enferma de alzheimer. Son 
personas dependientes (Grado III y II de la Ley de Dependencia). Realmente no están en condiciones para 
poder realizar desplazamientos de manera autónoma, ni al banco ni a ningún otro sitio. Además, ¿creen 
que en la situación actual de pandemia mundial, están en condiciones para ir presencialmente al banco 
para demostrar que siguen vivos y que pueden seguir cobrando sus pensiones?”.

Las alternativas que la entidad financiera ofrecía para evitar que tuvieran que acudir los padres a la sucursal 
bancaria pasaban por aportar una “fe de vida” documento que requería de la previa obtención de informes 
médicos actualizados y la posterior solicitud al registro civil que debía hacerse de forma presencial. Ambas 
gestiones conllevaban la misma dificultad y problemática que el desplazamiento a la entidad financiera, 
por lo que no solventaban el problema, simplemente derivaban el mismo a la posible intervención de algún 
familiar o allegado que quisiese y pudiese hacer las gestiones.

La interesada se preguntaba si no era posible encontrar otra forma de acreditar la pervivencia de sus 
padres, como podría ser una llamada telefónica o una videoconferencia.

Analizado el asunto planteado comprobamos que la normativa de la que deriva esta exigencia, art. 17 
Orden de 22 de febrero de 1996 para la aplicación y desarrollo del Reglamento General de la Gestión 
Financiera de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1391/1995, de 4 de agosto, estipula lo 
siguiente en sus apartados 1, b) y 5:

«17.1.b) (…) Cuenta corriente o libreta de ahorro ordinarias, de titularidad del perceptor, que podrá ser 
individual o conjunta, figurando el beneficiario o, en su caso, su representante legal como uno de sus 
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titulares. En este supuesto, la entidad financiera deberá hacerse responsable de la devolución a la Tesorería 
General de la Seguridad Social de las mensualidades que pudieran abonarse, correspondientes al mes 
o meses siguientes al de la fecha de extinción, por fallecimiento, del derecho a la prestación de que se 
trate, sin perjuicio del derecho de la entidad financiera a repetir el importe de las prestaciones devueltas 
a la Tesorería General de la Seguridad Social de quienes las hubieren percibido indebidamente. Todo 
ello se entiende sin perjuicio asimismo del derecho de la Seguridad Social a descontar el importe de 
las prestaciones indebidamente percibidas o a exigir su reintegro directamente de quienes las hubieren 
percibido indebidamente en los términos establecidos con carácter general, con los efectos procedentes 
respecto de la entidad financiera que las hubiere devuelto a la Tesorería General

17.5. Las entidades financieras pagadoras comunicarán a la correspondiente entidad gestora, al menos 
una vez al año, la pervivencia de los titulares de aquellas pensiones y demás prestaciones periódicas que 
vengan satisfaciendo mediante abonos en cuenta. A estos efectos, la entidad pagadora podrá solicitar 
de la respectiva Dirección Provincial de la Tesorería General de la Seguridad Social que esta requiera a la 
totalidad o parte de los titulares a quienes se hagan abonos en cuenta que acrediten dicha pervivencia».

Ciertamente de los preceptos transcritos se deduce que la entidad financiera asume un riesgo frente 
a la seguridad social en caso de no comprobar la pervivencia del perceptor de la pensión, aunque 
posteriormente pueda repercutir dicha responsabilidad accionando contra la persona responsable de la 
percepción fraudulenta. Esto explica el rigor de alguna entidad financiera en la exigencia de tal acreditación.

No obstante, una somera búsqueda de información en Internet nos permite comprobar que varias 
entidades financieras han optado por no ser excesivamente rigurosas en la exigencia de esta acreditación, 
ya sea aceptando fórmulas alternativas, como la llamada telefónica, o, simplemente, confiando en la 
honradez de su clientela.

Creemos que el problema planteado en esta queja es real y que habría que buscar alternativas válidas 
que facilitasen el cumplimiento de esta obligación a las personas mayores sin necesidad de que las mismas 
tuvieran que realizar desplazamientos a las entidades financieras, ni debieran depender del favor de terceras 
personas.

- Queja 20/6600 y queja 20/6816. En ambas se denunciaba el mismo problema: el cierre de una sucursal 
bancaria en un pequeño municipio de la provincia de Granada y las consecuencias que de dicha decisión 
se derivaban para los vecinos del municipio.

Es un asunto que hay que enmarcar en una problemática mayor, cual es la despoblación rural, ya que 
el cierre de servicios como el que prestan las sucursales bancarias es, a la vez, causa y efecto de la 
despoblación creciente a que se ven sometidos numerosos municipios rurales de Andalucía.

La progresiva pérdida de actividades y servicios, tanto públicos como privados, es una de las razones por 
las que muchas personas deciden abandonar sus municipios de residencia y trasladarse a otros de mayor 
relevancia poblacional, donde estos servicios y actividades se mantienen y se prestan adecuadamente.

La exclusión financiera de los municipios rurales provocada por el cierre progresivo de las sucursales 
bancarias, afecta especialmente a las personas mayores ya que son un colectivo que tiene especiales 
dificultades para adaptarse a las exigencia de la banca on line, que constituye la principal alternativa a los 
servicios bancarios presenciales.

Así se ponía de manifiesto en la queja recibida, que incidía en las repercusiones que la decisión de cierre 
tenía para las personas mayores que residían en el pueblo, en su mayoría pensionistas, con dificultades 
para desplazarse a las sucursales más próximas ubicadas en otros municipios.

Admitida a trámite la queja estamos a la espera de que la entidad financiera de respuesta a nuestra petición 
de colaboración para encontrar una solución al problema planteado.

En materia de consumo podemos destacar la queja 20/2425, queja 20/6101 y queja 20/6467, todas ellas 
remitidas por personas de avanzada edad y relacionadas con una misma problemática: la anulación de viajes 
programados como consecuencia de las restricciones a los desplazamientos derivados de la pandemia. El 
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motivo de las quejas no era otro que la dificultades encontradas para conseguir que las empresas gestoras 
del viaje accediesen a la devolución de las cantidades previamente abonadas.

Se trata de asuntos en los que las posibilidades de intervención de esta Institución son muy limitadas ya 
que se trata de conflicto suscitados entre particulares, la empresa en cuestión -normalmente una agencia 
de viaje o una compañía aérea- y las personas reclamantes. Nuestra intervención queda supeditada a la 
supervisión de la actuación realizadas por la Administración de consumo radicada en Andalucía, siempre que 
se haya instado la misma mediante la presentación de las oportunas reclamaciones. De no ser así, debemos 
limitar nuestra actuación a trasladar a las personas promotoras de las quejas la información oportuna sobre 
como ejercitar sus derechos y presentar reclamaciones en función de cual sea el asunto planteado.

No queremos concluir este subapartado sin reseñar en el mismo dos quejas que han planteado una 
problemática que nos parece de especial trascendencia y que se está convirtiendo en uno de los principales 
factores de exclusión social: la brecha digital. Un problema creciente, que afecta de modo muy particular 
y directo a las personas mayores y que se ha puesto especialmente de manifiesto durante el periodo de 
confinamiento domiciliario obligado por la declaración del estado de alarma.

En efecto, si algo ha puesto de relieve este periodo de confinamiento es la necesidad de replantearnos la 
consideración de los servicios de telecomunicaciones como meros servicios de interés general y comenzar 
a pensar en los mismos como servicios básicos, en la medida en que se han convertido en instrumento 
indispensable para el acceso y el disfrute de derechos fundamentales como la educación, la salud o el 
trabajo. La brecha digital afecta a importantes colectivos sociales y les impide o, cuando menos les dificulta, 
el acceso y disfrute de los servicios de telecomunicaciones y, lo que es aún más grave, el adecuado ejercicio 
de los derechos fundamentales asociados al uso de las nuevas tecnologías.

No se trata solo de personas con carencias educativas o dificultades para el manejo de tecnologías 
complejas, sino también de muchas personas que por su edad o por decisión personal no han adquirido 
las habilidades digitales que exige el manejo de las actuales tecnologías de la comunicación y la información.

Nos parece importante destacar en este subapartado algunas de las quejas y consultas recibidas durante 
el confinamiento que ponen de manifiesto la trascendencia de la brecha digital y su especial incidencia en 
las personas de mayor edad.

Tal es el caso que planteaba en la queja 20/6541 un señor de avanzada edad que precisaba hacer unas 
gestiones en la hacienda municipal para evitar la imposición de unos recargos de cuantía considerable y no 
conseguía su objetivo pese a haberse desplazado en varias ocasiones a las dependencias municipales. Allí 
le negaban el paso y le indicaban que era necesario tener cita previa y que la misma sólo podía obtenerse 
telemáticamente. Una opción que a este señor le resultaba inalcanzable porque, como señalaba, “ni tengo 
internet, ni sé manejarlo”.

Asimismo, merece ser reseñada la airada queja que nos trasladaba una persona mayor al conocer el cierre 
de la sucursal bancaria de su localidad como consecuencia de la COVID‑19, que le obligaba a desplazarse 
hasta el municipio vecino para realizar unas gestiones que habitualmente realizaba presencialmente en 
su sucursal y que se veía incapaz de realizar de forma telemática, por más que le hubieran insistido en tal 
opción desde la entidad financiera como alternativa a un desplazamiento que suponía un riesgo para él, al 
carecer de vehículo propio y ser persona aquejada por una enfermedad crónica.

Debemos concluir reseñando la queja 20/2943, que en alguna medida resume fielmente el problema que 
estamos denunciando. Fue remitida por la Asociación APDHA, Delegación de Sevilla, denunciando “una 
nueva causa de exclusión social, especialmente entre la población anciana, la llamada brecha digital”.

Exponía la Asociación su preocupación por haber detectado durante el estado de alarma los siguientes 
hechos:

“1) Que gran parte de la población anciana está tenido una dificultad especial para cobrar sus pensiones 
en sus sucursales bancarias porque, aun habiendo personal en la oficina, no atienden al público y la única 
opción disponible es vía on line.
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2) Que la vía telefónica está colapsada y que resulta imposible realizarlo por este medio sin tener unos 
conocimientos básicos.

3) Que gran parte de esta población no solo son analfabetos digitales, sino también funcionales y que ni 
las entidades bancarias ni las instituciones públicas están teniendo en consideración este problema grave 
entre nuestros mayores, que se encuentran en indefensión absoluta.”

Puede parecer que las quejas relatadas plantean situaciones poco significativas o carentes de relevancia, 
pero a nuestro entender ejemplifican de forma harto elocuente lo difícil que puede ser la cotidianidad en la 
nueva sociedad digital para aquellas personas que, por una razón u otra, se han quedado rezagadas en la 
adquisición de las imprescindibles habilidades digitales. No creemos exagerar si afirmamos que los nuevos 
marginados sociales son quienes han quedado en el lado equivocado de la brecha digital.

Para tratar de evitar que se profundicen estas situaciones de exclusión y afecten a cada vez más colectivos 
es necesario que se adopten medidas destinadas a favorecer la inclusión digital de todas las personas.

Y la primera medida a adoptar debe ser el reconocimiento del derecho de todas las personas a acceder 
en condiciones de igualdad, asequibilidad y universalidad a los servicios de la sociedad digital.

Un reconocimiento que, a nuestro juicio, debe tener un rango normativo suficiente para constituir una 
verdadera garantía frente a posibles vulneraciones de este derecho y para conformar un auténtico derecho 
subjetivo. Y esto solo puede conseguirse con un reconocimiento de este derecho a nivel constitucional y 
estatutario.

La consecuencia práctica de este derecho debe ser que todas las personas tengan la posibilidad de disponer 
de los medios y la formación necesaria para acceder a los servicios que ofrece la nueva sociedad digital.

Esto supone que, por parte de los poderes públicos, deben adoptarse las medidas necesarias para que 
todas las personas puedan disponer de acceso a ordenadores o equipos conectados a internet; que se 
garantice el acceso a unos mínimos de conectividad a las personas que se encuentran en situación de 
vulnerabilidad económica; que se ofrezca formación digital a todas las personas que carezcan de habilidades 
en el manejo de las nuevas tecnologías; que se ofrezcan ayudas a todas las personas que carezcan de 
conocimientos digitales y así lo demanden para la realización de gestiones o trámites necesarios; que se 
garanticen unos niveles de conectividad adecuados a todas las personas que residen en el medio rural; y 
que se ofrezcan recursos adaptados para posibilitar el acceso en condiciones de igualdad a la sociedad 
digital de las personas con discapacidad.

Con estas medidas podría solventarse en alguna forma la actual brecha digital e impedir que la misma 
siga ahondándose y afectando cada vez a más colectivos.

1.3.2.4.1.2. Medio Ambiente

En materia de medio ambiente se reciben con frecuencia quejas en las que se denuncian las molestias 
provocadas por algún establecimiento de hostelería ubicado en las proximidades del hogar familiar. Estas 
molestias pueden resultar especialmente graves cuando los afectados son personas mayores.

Tal fue el caso planteado en la queja 20/0478, en la que un vecino de Huelva nos denunciaba las molestias 
originadas en un bar próximo a su vivienda, que disponía de un importante número de veladores, consistentes 
en “mesas y bancos de gran tamaño y peso, fabricados a base de madera y metal. Material que retira, 
para guardarlo en el local propio, habitualmente en hora cercana a las 24, y en los fines de semana sobre 
la 1 o las 2”.

Añadía el promotor de la queja que el número de veladores instalados era superior al permitido por lo 
que el Ayuntamiento habría incoado un procedimiento sancionador. El principal problema, según nos decía 
“es que la retirada de mesas y bancos de gran tamaño y peso, a tales horas de la noche, se lleva a cabo 
-aparte de excedida la hora de cierre-, sin el menor cuidado por parte de los empleados; lo que provoca 
ruidos insoportables en vecinos como el firmante”.
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A este respecto, nos indicaba que tanto él como su esposa eran personas mayores aquejadas de diversas 
enfermedades. Sus reclamaciones al Ayuntamiento habían sido numerosas pero no habían dado resultado.

Recibido del Ayuntamiento de Huelva el informe solicitado, en él se nos daba cuenta de las actuaciones 
que habían llevado a cabo a resultas de las reclamaciones presentadas por el promotor para el control del 
ruido provocado por el material de los veladores del bar que estaba frente a su vivienda. Asimismo, se nos 
ofrecían las oportunas explicaciones por las que se estimaba que no se sobrepasaban los límites máximos 
acústicos establecidos en la normativa, teniendo en cuenta asimismo la presencia de otros establecimientos 
hosteleros en la zona.

A la vista del informe recibido, entendimos que no procedían más actuaciones por nuestra parte por lo 
que dimos por terminada nuestra intervención en este asunto y archivamos la queja.

En la queja 20/0596, una jubilada de 74 años y enferma, nos denunciaba las molestias que le generaban 
los múltiples locales de ocio instalados en la calle donde residía en Sanlúcar de Barrameda. Unas molestias 
denunciadas en innumerables ocasiones al Ayuntamiento sin que se pusieran remedio a las mismas.

En uno de los escritos remitidos al Ayuntamiento describía su situación en los siguientes términos:

“... como reiteración de mi denuncia de la situación ilegal que se mantiene repetidamente en el tiempo, 
en esta calle, en lo que respecta a la superación máxima de los niveles de ruido humanamente tolerables, 
lo que incluye además la circunstancia de que los locales abiertos al público no tienen licencia alguna 
para emitir música y a pesar de ello incumplen descarada y reiteradamente dicha norma; ausencia total 
de respeto de los horarios de cierre de los locales de copas de dicha calle, sobre todo en época estival; 
invasión del espacio público ciudadano por medio de todo tipo de sillas, mesas, taburetes, propiedad de 
dichos bares de tal modo que impide a la ciudadanía circular libremente y sin obstáculos por dicha calle; 
publicidad de venta de alcohol en cartelería en la fachada de estos establecimientos, estando esta actividad 
prohibida; violación constante del derecho de esta particular a que se respeten los derechos de vado que 
paga religiosamente a este Ayuntamiento, que le concedió dichos derechos antes de la peatonalización y 
ocupación posterior de los bares”

Tras admitir a trámite la queja y solicitar informe al Ayuntamiento de Sanlúcar de Barrameda sobre los 
hechos denunciados seguimos a la espera de recibir una respuesta del Consistorio que ya hemos reclamado 
en dos ocasiones, infructuosamente.

En cuanto a la queja 20/1500, se denunciaba en la misma la problemática de ruidos, humos y olores de 
cocina que sufría la promotora en su domicilio por la actividad de un bar que había bajo el mismo. Decía 
el escrito de queja que este bar “vende todo tipo de tapas que consisten mayormente en fritos variados y 
con numerosos veladores, siendo muy molesto el ruido causado por la clientela de los mismos y los malos 
olores que llegan a mi vivienda”. Añadía que habían denunciado en la policía local esta situación y que “nos 
han comentado en la Policía que por lo visto el bar no tiene licencia de veladores ni de cocina, tampoco 
tiene extracción de humos necesaria en estos casos”.

Explicaba la interesada que en su piso vivía también su padre, con 87 años y muchos problemas de salud, 
que se veían agravados por la situación soportada, ya que “no se puede ni asomar a la terraza con esos 
olores, no oye bien el televisor con los ruidos y encima cuando se asoma al balcón lo insultan porque saben 
que hemos denunciado. Mi marido está de baja por depresión desde hace un año y está empeorando por 
este problema, a mi también me han diagnosticado de ansiedad debido al tema del bar”.

Solicitado informe al Ayuntamiento de Sevilla aún no hemos recibido el mismo, aunque hemos podido 
conocer por la interesada que el establecimiento está en estos momentos cerrado.

Otras cuestión que suscita con cierta frecuencia la llegada de quejas en materia de medio ambiente es 
la relacionada con los contenedores de residuos, cuya ubicación despierta muchas veces la protesta de 
quienes viven en las proximidades del lugar elegido por las molestias que generan en forma de ruidos, 
olores y suciedades. Una molestias que se acrecientan cuando quienes las padecen son personas mayores.
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El caso planteado en la queja 20/2004, sin embargo, presentaba la particularidad de que el motivo de 
su presentación era, en realidad, el problema ocasionado a un grupo de vecinos mayores de edad por la 
decisión del Ayuntamiento de desplazar el contenedor existente en las proximidades de sus viviendas a un 
lugar alejado, al que les resultaba difícil llegar por la distancia y las pendientes que debían superar.

Exponían su problema así: “La retirada de dicho contenedor en verano del 2019, convierte el ir a tirar la 
basura en una odisea, la distancia al contenedor más próximo es superior a 200 metros, pero la distancia 
se ve aumentada por las sucesivas cuestas con grandes pendientes, que tenemos que sortear”.

Las promotoras de la queja manifestaban haber pedido explicaciones al Ayuntamiento por el traslado sin 
recibir respuesta.

Por nuestra parte nos dirigimos al Ayuntamiento indicándoles que la queja introducía un matiz diferenciador 
respecto de otras quejas por el mismo problema: la edad y estado físico de las personas que residían en la 
zona donde se ubicaba anteriormente el contenedor y el hecho de que la orografía, con sucesivas cuestas 
y pendientes, dificultaba si cabe aún más el depósito en el contenedor. De ahí, señalamos al Ayuntamiento 
“que si pudiera pensarse que 200 metros quizás es una distancia prudencial y razonable en condiciones 
de normalidad, es posible que sea un gran problema si quien ha de desplazarse tiene sus facultades físicas 
mermadas y ha de subir o bajar una cuesta”.

Ante tales circunstancias, y como quiera que según nos decían las interesadas, no se les había respondido 
al escrito presentado, requerimos del Ayuntamiento que nos informase de los motivos por los que en el 
verano del 2019 procedió a reubicar en otro lugar, alejado a 200 metros y tras una cuesta, el contenedor, y, 
asimismo, le pedimos que nos informase si era posible devolver el contenedor a aquel lugar originario pues, 
según los vecinos, se trataba de un espacio alejado de las viviendas más cercanas y suficientemente aislado 
como para no generar incidencia ambiental en forma sobre todo de impacto visual, olores y salubridad, o 
bien a otro lugar alternativo, aunque fuera rotatorio.

Recibido del Ayuntamiento el informe, en el mismos se exponían las razones por las que se había tenido 
que fijar una nueva ubicación para ese contenedor, al parecer, debido a que estaba situado en un espacio 
privado donde se daban ciertos problemas de salubridad e higiene, así como para facilitar las labores de 
recogida. Asimismo, se nos indicaba que el lugar elegido para ubicar el contenedor no generaba estos 
problemas y, según afirmaban, estaba situado a una distancia prudente de los vecinos más cercanos.

En vista de estas explicaciones, consideramos que no estaban justificadas más actuaciones por nuestra 
parte en este asunto, por lo que dimos por terminada nuestra intervención en el mismo y procedimos a 
su archivo.

1.3.2.5. Discapacidad

1.3.2.5.1. La situación de discapacidad

Los beneficios sociales que las normativas específicas otorgan a las personas que tengan reconocida 
su situación de discapacidad (prestación no contributiva de invalidez del sistema de seguridad social, 
prestación familiar por hijo o descendiente a cargo, desgravaciones fiscales, exención o bonificación en 
impuestos, complementos salariales, cualificación en el acceso al sistema de garantía de ingresos mínimos, 
estatal o autonómico, acceso a puestos de trabajo con reserva específica o cupo reservado para participar 
en procesos selectivos en el ámbito del empleo público, entre otros), fundamentan que las personas que 
estiman padecer una deficiencia física, psíquica o sensorial de suficiente entidad para obtener la calificación 
de persona en situación de discapacidad, insten la valoración de su estado.

El Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciembre, de procedimiento para el reconocimiento, declaración 
y calificación del grado de discapacidad, sienta las normas básicas que han de regir de modo uniforme 
en todo el territorio del Estado en la valoración de la discapacidad, garantizando con ello la igualdad de 
condiciones en el ejercicio de este derecho.

1.3. Dependencia y Servicios sociales
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